Poder Judicial de la Nación 

Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo

Sala VIII
Expediente Nº 6.817/2008


SENTENCIA Nº   39118                                                 JUZGADO Nº 31   AUTOS: “PATERNOSTER Marco Antonio c. CONSORCIO DE PROPIETARIOS DEL EDIFICIO MONTEVIDEO 1141 s. Despido” 
En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los de 2012, se reúnen en acuerdo los jueces de la Sala VIII de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo para dictar sentencia en la causa  del epígrafe, y, de acuerdo con el resultado del sorteo realizado,  proceden  a votar en el  siguiente orden:

EL DOCTOR LUIS ALBERTO CATARDO DIJO:


I.- La sentencia de primera instancia, que rechazó la demanda, viene apelada por el actor y, disconforme con la regulación de su honorario, por la perito contadora. 


II.- En primer término cabe dar tratamiento al agravio presentado por el apelante –encargado permanente con vivienda- contra la decisión del señor Juez a quo que estimó que el despido indirecto en el que se colocó el trabajador devino injustificado por apresurado. El quejoso se agravia de que el sentenciante falló extra petitio y tiene razón ya que el juez sólo puede tratar los temas que le son propuestos. La demandada nada planteo al respecto en su momento oportuno. Al magistrado le está vedado pronunciarse sobre cuestiones no discutidas o hechos no afirmados, modificando las pretensiones formuladas por las partes. De la lectura cronológica del intercambio telegráfico y el contenido de las cartas documentos surge claramente que el antecedente inmediato de la misiva de fecha 16.11.07 no es la del 15.11.07 en la que intimó por el plazo de 24 horas. Los reclamos telegráficos habían comenzado con anterioridad tal (15.08.07; ver sobre n° 4250 fs. 23 e informe al Correo fs. 227), que se puede concluir que la demandada tenía conocimiento de las intimaciones realizadas por el pretensor sobre el tema en cuestión. En definitiva, este segmento de la sentencia debe ser revisado. 


Cabe destacar que por un lado, a fs. 17 del sobre n° 4250 (informe del Correo a fs. 216) obra la carta documento remitida por la demandada, en donde en el punto 7 manifestó “...se intima inmediato cese de la destrucción ex profeso de su vivienda con el objetivo de imputar al consorcio las consecuentes deficiencias...” y, por el otro, del mismo sobre a fs. 14 surge de la misiva de fecha 16.11.07 (informe del Correo fs. 203) que el actor se consideró despedido entre otras causales “...por injuriosos términos vuestro CD tal como términos ´destrucción ex profeso vivienda´...”. Asimismo, en la contestación de demanda (ver fs. 108 vta., 109 y 110 vta.) la demandada sostuvo que la destrucción de la vivienda se debió a culpa del trabajador. Pues bien, analizada que fue la totalidad de la prueba producida en autos, nada surge en cuanto a la imputación del consorcio. Lo más cercano a su afirmación fueron las declaraciones de Zbrun (fs. 363), Arregui (fs. 369) y Ostrorog (fs. 379), pero se trata de personas que ingresaron solamente una vez a la vivienda del actor. Zbrun sostuvo que “...la propiedad estaba totalmente descuidada, muy sucio, deteriorado con perforaciones en la pared, con muchos papeles, con mucha suciedad y muy abandonada en cuanto a su cuidado...que el baño de la vivienda estaba totalmente sucio, la cocina que estaba puesta por los propietarios, estaba totalmente destrozada...que estaba rota la puerta del horno, sucias las  hornallas...que no recuerda otra cosa...”. Arregui declaró “...que el estado de la propiedad era vergonzoso, sucio, el baño todo hasta con excremento, que los pisos todos rotos, todas las paredes agujereadas...”. Ostrorog dijo “...que la vivienda estaba en un total abandono, mugre y algunas otras cosas que no puede precisar...que no las puede precisar porque le impresionó la mugre...”. Por último, Paoloni (fs. 388), también propuesto por la demandada, a diferencia de los demás fue uno de los que ni siquiera ingreso a la vivienda del actor. Las declaraciones resultan ineficaces a los fines probatorios ya que fueron tendenciosas y parciales por ser todos inquilinos del edificio Montevideo 1141, formando parte del consorcio los propietarios de dichas unidades. Ello, sin perjuicio de destacar las contradicciones incurridas respecto del estado de la unidad.  

El trabajador intimó por la reparación de la vivienda y no por la contratación de una empleada doméstica para la limpieza de la misma. Digo esto porque los testigos propuestos por la demandada no hacen mas que recalcar la suciedad que había en la casa. 

A mayor abundamiento, las declaraciones son contrarrestadas con el informe del perito ingeniero, el cuál se expide sobre los puntos propuestos -v. fs. 138 y fs. 492- manifestando que “...el estado de las paredes de la vivienda, muestra algunas marcas producto del paso del tiempo...se verifican algunas manchas de humedad, producto del paso del tiempo...”, agrega que “...en cuanto al cableado eléctrico se verifica, en zona de la habitación original de la portería, un  cableado antiguo a base de goma y tela en cañerías empotradas y otro cableado, en el interior de cañerías plásticas, de alambre de cobre con cubierta de productos plásticos... El estado de los mismos es bueno, solo afectado por su antigüedad...” y que hay “...marcas en las paredes y techos producto del paso del tiempo y la falta de trabajos de pintura y conexionados eléctricos precarios...”. Del informe (no impugnado por la parte demandada) surge que el deterioro de la vivienda se debe al paso del tiempo y no a la destrucción de la misma por parte del encargado. 

Cabe recordar que el artículo 77 de la L.C.T. prevé que: “El empleador debe prestar protección a la vida y bienes del trabajador cuando este habite en el establecimiento. Si se le proveyese de alimentación y vivienda, aquélla deberá ser sana y suficiente, y la última, adecuada a las necesidades del trabajador y su familia. Debe efectuar a su costa las reparaciones y refacciones indispensables, conforme a las exigencias del medio y confort”. Evidentemente esto no ocurrió. Entiendo que cuando, como en el caso, la parte que disuelve el contrato de trabajo invoca más de un incumplimiento como motivación del acto y acredita una sola que, por sí misma, puede ser encuadrada en el concepto de injuria del artículo 242 LCT, ello es suficiente para admitir la validez de la denuncia. En el presente, repito, la demandada no cumplió con el deber que se encuentra establecido en el artículo 77 ya citado, por lo que estimo que se encuentra acreditada la injuria que manifestó el trabajador en su carta documento. En este sentido, a mi juicio, la imputación de destrucción ex profeso de la vivienda concedida como parte del contrato de trabajo, constituye injuria de suficiente gravedad como para justificar el despido indirecto en que se colocara el trabajador (artículo 242 de la L.C.T.). Por ello, corresponde revocar la sentencia de primera instancia y hacer lugar a la demanda. 

III.- Ello conduce a una liquidación con base de cálculo estimado en $ 1.716,15, ya que ante la ausencia de prueba que acredite los datos precisos para el cómputo de las indemnizaciones, resulta de aplicación el artículo 56 L.C.T. que remite a la razonable discreción del Juez en la estimación de su monto. De acuerdo con las circunstancias del caso, naturaleza de la actividad, tipo de tareas, el monto que surge del escrito de demanda, la sola negativa de dicho monto por parte de la demandada sin especificar a cuanto ascendía y al recibo de sueldo del trabajador que acompañó la demandada a fs. 175, propongo que se considere la suma expuesta precedentemente. 

IV.- Por razones metodológicas, previo a la liquidación de las indemnizaciones, daré tratamiento a los restantes rubros reclamados en la liquidación realizada en el escrito de demanda y al respecto propongo la confirmación del pronunciamiento de grado que desestimara dichas pretensiones, en tanto nada se acredito para su procedencia. 

V.- Por todo lo expuesto, corresponde hacer lugar a las siguientes partidas: a) indemnización por antigüedad: $ 37.755,30; b) indemnización sustitutiva de preaviso más sac. prop.: $ 5.577,48; c) integración mes de despido más s.a.c.: $ 1.177,46; d) sueldo anual complementario: $ 653,30; e) vacaciones proporcionales más s.a.c.: $ 990,47; Total: $ 46.154.- nominales.

VI.- Los cuestionamientos relacionados con las regulaciones de honorarios y costas, tendrán satisfacción en los términos del artículo 279 del C.P.C.C.N..


VII.- Por lo expuesto, propongo se deje sin efecto la sentencia apelada, y se haga lugar a la demanda en la forma establecida; y se condene a la demandada a pagar al actor Marco Antonio Paternoster la suma de $ 46.154.- a la que accederán los intereses de la tasa activa fijada por el Banco de la Nación Argentina para el otorgamiento de préstamos según el cálculo difundido por la Prosecretaría General de la Cámara (Resolución CNAT nº 8 del 30/05/02), desde que cada suma fue debida; se dejen sin efecto los pronunciamientos sobre costas y honorarios. Se impongan las costas del proceso a la demandada. A las que se deberá incluir el gasto en el que se incurrió por la certificación de fotos -ver fs. 439/446- conforme surge del artículo 77 del Código Procesal Civil y Comercial. Se regulen los honorarios de las representaciones letradas del actor y de la demandada, por la totalidad de los trabajos cumplidos en ambas instancias, y los del perito ingeniero y perito contadora en $ 9.000.-, $ 6.000.-, $ 4.000.- y $ 2.500, respectivamente (artículos 68 y 279 del C.P.C.C.N.; artículo 6°, 7°, 14 y 19 de la Ley 21839).    

EL DOCTOR VICTOR ARTURO PESINO DIJO:


Que, por compartir sus fundamentos, adhiere al voto que antecede. 

Por ello, el TRIBUNAL RESUELVE:

1) Dejar sin efecto la sentencia apelada, y hacer lugar a la demanda en la forma establecida; 

2) Condenar a la demandada a pagar al actor Marco Antonio Paternoster la suma de $ 46.154.- a la que accederán los intereses de la tasa activa fijada por el Banco de la Nación Argentina para el otorgamiento de préstamos según el cálculo difundido por la Prosecretaría General de la Cámara (Resolución CNAT nº 8 del 30/05/02), desde que cada suma fue debida;
3) Dejar sin efecto los pronunciamientos sobre costas y honorarios;
4) Imponer las costas del proceso a la demandada, incluido el gasto en el que se incurrió por la certificación de fotos;
5) Regular los honorarios de las representaciones letradas del actor y de la demandada, por la totalidad de los trabajos cumplidos en ambas instancias, y los del perito ingeniero y perito contadora en $ 9.000.-, $ 6.000.-, $ 4.000.- y $ 2.500, respectivamente.
Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvanse.-
lnp

                  LUIS ALBERTO CATARDO                                         VICTOR ARTURO PESINO                                          

                         JUEZ DE CÁMARA                                                          JUEZ DE CÁMARA
Ante mí:
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